San Salvador, 3 de enero de 2011.

PADCI/001/2011

Señores Diputados y Diputadas

Comisión de Justicia y Derechos Humanos 

de la Honorable Asamblea Legislativa

Presentes.

Reciban un cordial saludo, con ocasión de dar respuesta a nota con número 0003682, suscrita por el señor Diputado David Ernesto Reyes Molina, Secretario de la Comisión que ustedes integran, por medio de la cual me informa sobre el expediente Nº 1599-3-2005-3, referido a los problemas de los internos en los centro penales del país, y me solicita que informe sobre la situación de los centros penitenciarios después de la entrada en vigencia del decreto Nº 371, que autoriza al Ejército a desempeñar tareas de seguridad externa de los centros penales.

Al respecto, con base en el mandato que la Constitución de la República me dicta de velar por el respeto y la garantía de los Derechos Humanos, supervisar la actuación de la administración pública frente a las personas, vigilar la situación de las personas privadas de su libertad, y ser notificado de todo arresto, cuidando que se respeten los límites legales de la detención administrativa, le presento el siguiente panorama sobre la problemática penitenciaria:   

Introducción.

La situación penitenciaria es el resultado de un fenómeno multicausal que presenta una combinación de deficiencias de todo el sistema de justicia y que se viene arrastrando desde hace muchos años en el país, lo cual ha dado como resultado la ominosa situación que se vive en la actualidad en las cárceles salvadoreñas. 

Con certeza se puede afirmar que las personas que son privadas de libertad, sea en un centro penal o en una sede policial, sufren condiciones de vida infrahumana y atentatoria a la dignidad, que varían desde situaciones tan graves como el perder la vida, hasta la violación a otros de sus derechos humanos, como la propiedad, al verse afectados con el secuestro de sus pocas pertenencias. 

En este sentido, esta Procuraduría ha sido constante en sus señalamientos sobre las graves deficiencias que caracterizan al sistema penitenciario, que no pueden considerarse menos que deudas pendientes de saldar y hacerlo de manera urgente. A continuación se enuncian los principales motivos de preocupación de esta Procuraduría en cuanto a los derechos de las personas privadas de libertad.

A. Inexistencia de un verdadero sistema penitenciario progresivo.

Los sistemas penales de avanzada buscan no sólo la protección de la sociedad mediante la imposición de sanciones que limitan la libertad ambulatoria a quienes han transgredido la ley penal, sino que a su vez llevan implícito el deber del Estado de readaptar a estas personas y prepararlas para su reinserción al núcleo social. 

Esto por supuesto no es una tarea fácil ante las dimensiones actuales de la problemática penitenciaria salvadoreña, ya que el hacinamiento carcelario ha rebasado por mucho la capacidad instalada, pero sí es una labor impostergable si se quiere adecuar la actuación estatal a la obligación de cumplimiento de los derechos humanos.

La clasificación de los centros penitenciarios debería ser acorde a las fases del sistema progresivo de ejecución de las penas privativas de libertad, que según la Ley Penitenciaria consisten en: fases de adaptación, ordinaria, confianza y semilibertad. Según la clasificación legal, entonces, existirían recintos penales específicos para el cumplimiento de la pena de acuerdo a la fase de la ejecución, las cuales están diseñadas y establecidas con el fin de reacomodar paulatinamente la conducta de los reclusos y reclusas e irlos preparando para su reincorporación social; sin embargo, en la práctica esto no se aplica debidamente ya que no se encuentran diferencias notorias entre unos u otros, con base en los programas o tratamientos a los cuales son sometidos los internos.

En tal sentido, la PDDH ha sostenido la imposibilidad de la implementación del sistema progresivo de la ejecución de la pena y de la clasificación de los centros penitenciarios en relación a la citada progresividad, ya que hasta el momento, no se han encontrado muestras de la aplicación de programas que técnicamente estén diseñados para lograr la readaptación de los detenidos, mucho menos que existan programas diferentes para cada fase.

B. Inaccesibilidad a beneficios penitenciarios.

Los beneficios penitenciarios son derechos que la ley penal concede a las personas privadas de libertad, luego de haber cumplido ciertos requisitos prescritos legalmente. Su disfrute está condicionado a la progresión en su tratamiento y a su conducta dentro del centro penitenciario. Estos beneficios consisten en la suspensión extraordinaria de la ejecución de la pena a través de la libertad condicional y la libertad condicional anticipada.

Los beneficios penitenciarios están vinculados con la readaptación y reinserción social, ya que el fin último que persiguen es que la persona que transgredió la ley penal logre nuevamente formar parte del grupo social. Al menos, eso es lo que pretende la ley.

El goce de un beneficio penitenciario presupone, no sólo el haber cumplido con una proporción significativa de la condena impuesta, sino que el interno o interna haya sido sometido a un proceso de readaptación por medio de su inclusión en programas, talleres, charlas, formación ocupacional, entre otras, con el objeto de prepararle para su reinserción social. A este proceso debe ser sometido toda persona condenada, desde su ingreso al sistema penitenciario hasta lograr su acceso a las distintas fases del régimen, por medio de actividades educativas, laborales, culturales u ocupacionales que permitan evaluar con objetividad si es apta para reinsertarse en la comunidad. 

Lo anterior, supondría que el Estado, a través de la administración del sistema penitenciario, fomentara y propiciara tales actividades, pues de lo contrario el goce de tales beneficios queda en un ideal legal inalcanzable. En ese sentido, esta Procuraduría, considera que las entidades estatales administrativas han fracasado en llevar a la práctica el principio constitucional de readaptar a los y las internas a través del tratamiento penitenciario. 

La PDDH ha recomendado adoptar medidas administrativas, e incluso reformas legales para volver efectiva la progresión y adaptabilidad a la vida exterior de los internos que cumplen con los requisitos para la concesión de los citados beneficios; sin embargo, hasta la fecha las denuncias por la falta de acceso de los internos a la libertad condicional ordinaria y extraordinaria continúan, al parecer, debido a que tanto los Equipos Ténicos Penitenciarios existentes en los centros penales, como los Consejos Criminológicos y los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria y Ejecución de la Pena, no están en la capacidad de agilizar los procedimientos y sobre todo, porque no cuentan con el equipo humano y material que les permita adoptar sus resoluciones con base en información técnica.

Aunque esta situación es casi inevitable de momento, pues al no existir programas apropiados a los cuales puedan acceder los internos durante el cumplimiento de su condena, estos no cuentan con los créditos necesarios para ser evaluados favorablemente y gozar de los beneficios contemplados en la Ley, debe ponerse especial atención a cómo superar dichas fallas, ya que con ello se estaría contribuyendo a la disminución del hacinamiento carcelario que existe en la actualidad.

C. Débil institucionalidad penitenciaria.

La custodia de personas privadas de libertad implica para el Estado una obligación que va más allá de mantenerlas en reclusión, puesto que el fin último -como ya se ha referido- es la reeducación y reinserción social. De ahí que se diseñe idealmente en la legislación, la intervención estatal desde diferentes instituciones vinculadas al tema penitenciario que coadyuvan a buscar tales objetivos. 

Los Jueces de Vigilancia Penitenciaria y de Ejecución de la Pena forman parte de todo este andamiaje estatal; pero a través de reformas a la Ley Penitenciaria se les redujeron progresivamente las funciones de control principalmente en cuanto a su atribución de conceder beneficios penitenciarios de libertad condicional, libertad condicional anticipada, suspensión extraordinaria de la ejecución de la pena, suspensión condicional del procedimiento penal, y controlar el cumplimiento de las sanciones penales que no impliquen privación de libertad, entre otras. 

Debido a los cambios en la legislación, la ejecución progresiva de la pena privativa de libertad quedó únicamente en manos de la administración penitenciaria, puesto que se sustrajo del conocimiento de los jueces la revisión de las resoluciones emitidas por el Consejo Criminológico Nacional. 

Por otro lado, esta Procuraduría nota el poco protagonismo de dichos juzgados a fin de garantizar el adecuado cumplimiento del régimen penitenciario en los distintos centros penales. Muchos de estos juzgados se han vuelto inoperantes a pesar de la importante función que deberían desarrollar en la vigencia de un régimen penitenciario garante de los derechos humanos de los y las internas. 

Ejemplos de tal apreciación, son las pocas visitas de los jueces y las juezas a las cárceles bajo su vigilancia, así como a situaciones de crisis penitenciarias en las que se vuelve indispensable ejercer una cercana supervisión de la actuación de la Dirección General de Centros Penales, la Policía Nacional Civil y la Fuerza Armada. Además, es notorio la poca capacidad que tienen los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria para tramitar con mayor agilidad los procesos a través de los cuales se determinan los beneficios penitenciarios de los internos.

Por otra parte, la PDDH ha hecho permanentes llamados a la Procuraduría General de la República a efecto que adopte las medidas necesarias para fortalecer el área de la Defensoría Penal en la ejecución de la pena privativa de libertad, en orden a incluir en su labor de defensa penal pública la etapa del cumplimiento de la pena en los casos en que las personas privadas de libertad ya han cumplido los requisitos temporales para ser propuestos al goce de los beneficios penitenciarios. 

Lamentablemente, con base en las quejas que recibe frecuentemente la PDDH, la Procuraduría General de la República mantiene un perfil de trabajo poco perceptible, una vez que las personas han sido condenadas y se encuentran cumpliendo la pena impuesta.

En el caso de la Fiscalía General de la República también se presentan deficiencias de trabajo. Esto es más notorio cuando han ocurrido afectaciones a la integridad y a la vida de las personas privadas de libertad cometidos por el personal de seguridad y custodia de un centro penal, así como por otros internos. 

La Fiscalía General de la República también presenta mucha debilidad para actuar cuando los internos quieren interponer una queja judicial, recurso contemplado en la Ley Penitenciaria para protegerse de los abusos cometidos por funcionarios penitenciarios. 

En estos casos la PDDH ha señalado las dificultades de la Fiscalía General de la República para esclarecer delitos perpetrados dentro de los recintos penitenciarios, así como las omisiones que esa institución ha mostrado en cuanto a la obligación que tiene de representar los intereses de algún interno en al investigación de abusos cometidos presuntamente por agentes del Estado dentro de las cárceles. En tal sentido, la PDDH ha instado al Fiscal General de la República a que realice mayores esfuerzos para superar la impunidad de los abusos y delitos que se comenten, y de los cuales las víctimas son los mismos internos.

En otras palabras, al sombrío panorama que rodea la vida cotidiana de la población reclusa, hay que añadir la tímida participación de estas tres instituciones que no obstante tener obligaciones legales vinculadas al tema penitenciario, mantienen un perfil bajo y desinteresado. Lo mismo puede decirse del papel de los Consejos Criminológicos, cuya poca funcionalidad hace que el moderno sistema penitenciario planteado por la Ley Penitenciaria, quede únicamente consignado en los cuerpos normativos y no logre realizar a cabalidad su función en el tema de la readaptación y reinserción social.

D. Sobrepoblación y hacinamiento carcelario.

Modernamente las posturas doctrinarias en materia sancionatoria, sostienen que, en lo posible, en la represión del delito se opte por sanciones que no tengan por efecto la restricción de la libertad personal, recurriendo a este tipo de penas sólo como último recurso y cuando otra pena se muestre manifiestamente inadecuada a la gravedad del delito.

No obstante, pocos son los países que han asumido plenamente esta posición. En El Salvador, la política criminal que prevaleció en años recientes consistente en el endurecimiento de las leyes penales, aumento de la pena en varios ilícitos, penalización de ciertas conductas como agravantes, creación de nuevos tipos penales y limitar las salidas alternas en el proceso penal, no han mostrado efectividad en cuanto a la reducción real de la delincuencia común y organizada, pero si han contribuido a generar crecimiento en el número de personas privadas de libertad que resulta desproporcionada respecto a la capacidad real de los centros penales. Lo anterior, ha sido el resultado de la implementación de medidas que buscan poner fin al fenómeno de la delincuencia únicamente a través de la justicia penal y no como parte de una política criminal que vaya acompañada de otros componentes, como la prevención, la educación, el ataque a la pobreza la disminución del desempleo, etc.

Aunque los datos de la Dirección General de Centros Penales digan que la capacidad instalada de los centros penitenciarios es de 8,110 reclusos, tal cifra no representa la capacidad real, pues varios centros penales se encuentran afectados por áreas inhabilitadas para el internamiento de personas, lo cual ha sido corroborado por personal de esta Procuraduría. Esta situación reduce la capacidad real en contraste con los  24,685 reclusos que reportó la Dirección General de Centros Penales hasta el 30 de noviembre del año 2010. Cabe destacar que de la totalidad de reos ha existido en promedio un porcentaje del 65% condenados por autoridad judicial, es decir, ante quienes el Estado tiene la obligación de brindar programas especializados de readaptación, contra un 35% de reos cuyo proceso penal aún no ha finalizado, pero que deben ser respetados en todos sus derechos humanos, a excepción de la libertad ambulatoria fuera del centro penal. 

El hacinamiento de personas detenidas se vuelve en sí mismo una especie de castigo adicional para cada recluso, ya que trae aparejado una serie de problemáticas que tienen que ver con la salud física y mental, la calidad y cantidad de alimentación, dificulta la implementación del tratamiento individualizado, limita las actividades de acceso a la educación y al trabajo, afecta la seguridad personal o incluso pone en riesgo la propia vida. Se deben agregar otros aspectos que se conjugan negativamente, como el horario de encierro y desencierro de los reclusos que incluye que éstos pasen hasta once horas del día confinados en espacios reducidos destinados para el sueño.

E. Reforma penal y procesal penal.

En El Salvador, se había logrado iniciar un camino de reformas que permitieron pensar que eventualmente tendríamos un sistema de justicia penal moderno y propio de un país con vocación de respeto por los derechos de las personas. En 1994 se abrió ese camino con la entrada en vigencia de la Ley del Menor Infractor, a la cual le siguieron las reformas a los Códigos Penal y Procesal Penal de 1998. 

Durante el primer año de aplicación de la nueva normativa, 2,042 reos fueron liberados y de los  9,171 internos que había hasta el 19 de abril de 1998, en pocos meses se pasó a 7,129. Se pretendía acelerar el proceso judicial para 6,453 reos sin condena firme (el 70% del total de la población reclusa), aplicar medidas alternativas a la prisión y humanizar el trato en los penales, esto es, readaptar y resocializar a los internos. 

Sin embargo, a partir del año dos mil uno se inició una sistemática reforma a la legislación penal tendiente a privilegiar el aumento en la penalidad de algunos delitos, la creación de nuevas figuras delictivas y otras reformas de carácter procedimental, que dieron un giro completo a la iniciada modernización del sistema de justicia penal salvadoreña y marcaron un retroceso en el camino que ya se había iniciado, puesto que dichas reformas no respondieron a la estructuración de una política criminal objetiva, sino al producto de acciones que buscaron justificar la incapacidad estatal de poner un freno a las altas cifras delincuenciales. 

Lamentablemente, hay que reconocer que en estos momentos nuestro país es considerado a nivel internacional como uno de los más violentos del continente americano. De acuerdo a mediciones realizadas, el promedio diario de homicidios en el país durante 2009 fue de 11.96 personas. Con respecto a 2008 se observó un incremento sensible, y para el 2011 la tendencia es hacia el alza. Para contrarrestar esta realidad, la respuesta gubernamental al problema de la criminalidad en el último año no ha distado mucho de las anteriores acciones represivas
 y a ello se suman las consecuencias provocadas por la industria de la comunicación de masas, que en muchos casos ha creado una sensación tal de inseguridad que ha generado en la población clamores para que el Estado responda de un modo ejemplarizante, es decir más represivo y enérgico.

En tal sentido, el 23 de junio de 2010, el Presidente de la República anunció la elaboración de un anteproyecto de ley de criminalización de las pandillas o maras, que se encuadre en el marco de la Constitución. Señaló además que dicha ley “permitirá considerar como delincuentes a los integrantes de las pandillas y ayudará a la eficacia de la labor policial frente al accionar de esta bandas”.

Le referida Ley fue preparada, discutida y aprobada por la Asamblea Legislativa y aunque se encuentra en vigencia, aún no ha sido aplicada en la práctica debido a que aún no ha entrado en vigencia una reforma al artículo 345 del Código Penal, el cual le sirve de remisión; no obstante, para la PDDH, es motivo de suma preocupación que la aplicación de esta Ley conduzca a capturas masivas de miembros de pandillas o maras, previendo que el ingreso de miles de personas más al sistema penitenciario tendría un efecto verdaderamente peligroso, pues si actualmente éste ya se encuentra en crisis por la sobrepoblación y el hacinamiento en la mayoría de los centros penales, si la aplicación de esta ley conduce a capturas masivas podría generarse un colapso total del sistema.

F. Precarias condiciones de salud.

Según verificaciones realizadas por personal de esta Procuraduría en los distintos centros penitenciarios, se ha constatado deficientes condiciones de salubridad e higiene en la mayoría de centros penales, y un restringido acceso al derecho a recibir atención médica especializada oportuna, no obstante, cada uno de ellos se cuenta con una clínica médica e incluso odontológica; pero los mayores problemas relacionados con el derecho a la salud de las personas que viven en prisión estriba en la dificultad del acceso oportuno a consulta médica, falta de atención médica especializada o traslado a hospitales nacionales por ausencia de agentes de seguridad que los acompañen o falta de vehículo, además de carencia de medicación especializada en los casos de portadores de VIH/SIDA. Es por ello que se ha instado a través de diferentes mecanismos a las autoridades para que practiquen una evaluación médica exhaustiva y responsable de los internos viviendo con VIH-SIDA, y con otras enfermedades crónicas o de alto riesgo, y que se brinden los tratamientos necesarios, alimentación especial cuando sea requerida y atención médica oportuna. Por otra parte debe tenerse en cuenta que los padecimiento que pueden considerarse como enfermedad crónica en etapa terminal, pueden ser motivo de extinción de la pena.

Además, se ha podido corroborar que en la totalidad de centros penales no existen mecanismos institucionalizados sobre el manejo de desechos sólidos, lo cual repercute negativamente en la salud de la población reclusa, dado que los promontorios de basura generan proliferación de plagas nocivas para la salud. 

Por otra parte, personal de esta Procuraduría ha verificado la problemática referente a la alimentación en los distintos reclusorios, siendo las principales dificultades lo referente a la higiene de los alimentos al momento de ser consumidos por los internos y la cantidad que éstos reciben. 

En los centros penales el suministro de alimentos está concesionado a una empresa privada, la cual tiene establecidas contractualmente obligaciones que garantizan la calidad y cantidad de comida, y es la administración de cada centro penitenciario la encargada de garantizar que esto se cumpla. Sin embargo el problema se inicia luego de que esta empresa entrega dicho producto a las administraciones de los centros penales, en cuyos lugares no existen las condiciones higiénicas necesarias para el manejo ni distribución de alimentos, ni tampoco el personal calificado para su repartición, ya que son los mismos internos los encargados de estas tareas, con implementos que no son los idóneos, ni garantizan la higiene de los alimentos, prestándose incluso a cierta corrupción en cuanto a quienes reciben más o menos cantidad, rencillas y privilegios según las redes de poder que ahí funcionan.

Otra situación que complica la entrega a tiempo de los alimentos ocurre en los centros penitenciarios que están en manos de la Fuerza Armada, ya que los estrictos controles de revisión de todos los productos que deben ingresar a las cárceles por los soldados, retrasa las horas de comida y en muchas ocasiones los internos deben esperar hasta cuatro horas para recibir los alimentos después que la empresa los ha entregado al centro, lo que ocasiona que estos lleguen fríos a manos de los internos o en mal estado.

G. Detención en sedes policiales

Una persona capturada en flagrancia o bajo orden escrita emanada de una autoridad competente, es conducida para su custodia a las bartolinas de la Policía Nacional Civil a la que territorialmente corresponda, mientras se formulan cargos en su contra. Las personas son mantenidas en las sedes de la Policía Nacional Civil, por el tiempo que dure su presentación ante la instancia que lo ha requerido, que puede variar de entre varias horas hasta seis días o más, según tarde la realización de la diligencia procesal de la cual depende su situación jurídica.

Aunque la privación de libertad bajo esta modalidad es por lo general temporal y por períodos relativamente cortos, ya que por mandato constitucional la detención administrativa y la detención para inquirir no pueden sobrepasar de setenta y dos horas; las inhumanas condiciones en que las personas son mantenidas en los recintos policiales, provocan sistemáticas violaciones a derechos humanos, por lo tanto, estos lugares también son objeto de constante verificación y monitoreo por la PDDH.

Las celdas policiales de El Salvador son lugares que, por sus condiciones inapropiadas de espacio, iluminación, ventilación y falta de servicios básicos como agua y aseo, no pueden considerarse aptos para el encierro de un ser humano. El tamaño y la cantidad de celdas existentes en algunas sedes policiales no es suficiente comparada con el número de personas que son ingresadas a las mismas, por lo que es común encontrar que las mujeres y los menores detenidos sean ubicados en los pasillos, sujetos a un algún objeto pesado o lugar fijo al suelo o las paredes por medio de la colocación de “esposas”. 

Algunas sedes policiales poseen una sola celda de aproximadamente dos metros cuadrados, en la cual llegan a encerrarse diez personas o más. Por la estrechez de este tipo de celdas, los detenidos no pueden, ni tan siquiera, dormir en el suelo todos a la vez, por lo que se organizan en una especie de turnos para descansar, mientras otros están de pie.

La situación de inseguridad es muy grave también en las bartolinas policiales, ya que se han registrado hechos como violaciones sexuales cometidas por agentes policiales a mujeres detenidas, o la fuga de procesados por delitos de suma gravedad de las bartolinas.

H. Adolescentes en conflicto con la ley penal.

La situación de violencia imperante en el país, y de modo particular, el fenómeno de las maras o pandillas juveniles, desencadena reacciones de estigmatización y represión hacia el sector de niñez y adolescencia en conflicto con la ley penal. En este contexto resulta prioritario focalizar la atención de las personas menores de edad que se encuentran en conflicto con la ley penal y de los que se desarrollan en ambientes de riesgo que los vuelven vulnerables a la violencia, y que los orilla a ser potenciales niños y adolescentes reproductores de la misma, especialmente  los más empobrecidos.  

Lo anterior estriba en el hecho de que este sector social es el que vive la exclusión y la violencia de forma más aguda por las actuales circunstancias políticas, sociales y económicas. En otras palabras, la falta de oportunidades para los jóvenes, la falta de espacios para desarrollarse, la ausencia de una auténtica política pública para atender a la niñez y juventud salvadoreña se evidencia en el ámbito de la justicia penal juvenil. 

El año 2009 registró un incremento de los menores de edad en centros de internamiento, los que sumaron más de 750 adolescentes en los 4 centros de inserción social, que han debido enfrentarse a un sistema de justicia que dista de ser especializado y reeducativo  tal como lo exige la Convención sobre los Derechos del Niño.

Estos centros de inserción, en tanto son los lugares en donde los/as adolescentes cumplen la medida de internamiento, deberían ser, de acuerdo a los artículos 119 y 120 de la Ley Penal Juvenil en relación con el artículo 348 del Código de Familia, centros especializados para la ejecución de dicha medida, que les brinde condiciones favorables para un tratamiento que fomente su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del joven por los derechos humanos y las libertades fundamentales de terceros, buscando su reintegración y que asuma una función constructiva de la sociedad.
 Agrega el artículo 120 de dicho instrumento, que estos centros deberán funcionar en locales adecuados para menores de edad y contar con el personal capacitado en el área social, pedagógica y legal; la escolarización, la capacitación profesional, la recreación y la especial atención al grupo familiar de cada interno serán de obligatorio cumplimiento en cada centro, con el objeto de conservar y fomentar los vínculos familiares y su reinserción a la familia y a la sociedad.

Lo antes señalado representa el ideal a alcanzar, es decir, que los centros de internamiento se conviertan en los sitios así descritos, la realidad da cuenta de los siguientes aspectos que exhiben los mencionados centros:  

«En casi la totalidad de centros de internamiento, existen problemas infraestructurales y, puntualmente, en los techos, lo que genera infiltración de agua lluvia, convirtiéndose en foco de infección de enfermedades virales, y cutáneas, lo cual es contradictorio a lo señalado por las Reglas de Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad (…) A lo anterior se suma, los promontorios de basura, las plagas de moscas y zancudos, los servicios sanitarios descompuestos, el hecho de que los jóvenes deban compartir cama, las condiciones de poca luminosidad en los recintos, todo ello es violatorio al derecho a la salud, es incompatible con la dignidad humana de los internos y no contribuye al objetivo final del internamiento: la reinserción social y familiar. Las condiciones antes descritas, a juicio de esta Procuraduría son una variable a tener en cuenta a la hora de analizar la violencia suscitada en los centros de internamiento, pues, en cierto modo, predispone los ánimos de los internos y contribuye a crear un ambiente de tensión, de relaciones tirantes entre las autoridades y los jóvenes quienes al convivir en tal ambiente se desencantan y pierden los deseos de colaborar en el tratamiento para su inserción.»

En estos centros ha sido generalizada la situación de hacinamiento, insalubridad, inadecuada atención médica general y menos especializada, irrespeto a la integridad personal y dignidad de las y los internos, ocio carcelario, y sobretodo ausencia de un modelo socio-educativo. No obstante, a partir de la actual administración del ISNA se ha diseñado, por primera vez, el modelo pedagógico de atención en los centros de inserción y se han llevado a cabo loables esfuerzos para erradicar prácticas represivas, por mejorar las condiciones y la infraestructura de los centros; especialmente importantes ha sido la creación de espacios de diálogo entre los diferentes actores del sistema de justicia penal juvenil y los mismos jóvenes; modificaciones a la estructura orgánica y sobretodo la conformación de la División de Inserción Social; así como la adopción de medidas de orden laboral para trasladar y/o iniciar acciones disciplinarias contra personal de los centros involucrados en violaciones a derechos de la población adolescente privada de libertad.

Por otra parte, es alarmante aún el exiguo presupuesto del ISNA, que en gran medida no permite la superación de deficiencias estructurales que vulneran derechos de los jóvenes privados de libertad, pues es evidente que este ente encargado de administrar los centros de internamiento que funcionan en el país, no recibe el apoyo financiero  necesario para cumplir con sus obligaciones. 

Según información oficial del ISNA, el presupuesto para el año 2010 fue de US$ 14.4 millones, y de éste la inversión en la protección de la niñez y de la adolescencia equivale al 39.4% mientras que la inversión en la inserción social equivale a tan sólo el 17.1% . Sin embargo, el Comité de Derechos Humanos y la Corte Interamericana ha insistido en que el derecho a un trato digno y humano tiene carácter universal, rechazando, el Comité, la escasez de recursos como excusa para la inobservancia del mismo. Por su parte, la Corte ha precisado que una de las obligaciones que ineludiblemente debe asumir el Estado en su posición de garante de la vida e integridad personal de los privados de libertad, "es la de procurarles condiciones mínimas que sean compatibles con su dignidad", y que "dejen a salvo sus derechos"
.

No obstante, la violencia al interior de los centros no ha cesado, en el periodo entre julio 2009 y junio 2010, se contabilizan más de 8 homicidios de jóvenes, sin que a la fecha las autoridades fiscales hayan individualizado a los responsables.

I. Registros indecorosos a visitantes. 

Si bien es cierto, es facultad de la Dirección General de Centros Penales regular el régimen de visitas, y una obligación restringirr el ingreso de ciertos objetos que resultan contrarios al proceso de readpatación o que son utilizados para la comisón de ilicitios al interior de los centros penales, las reformas efectuadas en esta dirección, en algunos casos resultan excesivas, por cuanto no toman en cuenta que las personas que se hallan sujetas en forma completa a la autoridad inmediata del Estado son las y los privados de libertad, no así sus visitantes, y es preocupante que se valgan de métodos intrusivos en la intimidad y dignidad de las mujeres especialmente, al practicar asiduamente y de forma general registros vaginales y anales a las visitantes. Si bien se reconoce la atribución de la Dirección General de Centros Penales de prohibir el ingreso de objetos que podrían ser contrarios a la seguridad interna de los recintos, esto no justifica que la visita femenina sea sometida a tratos denigrantes, en especial cuando se efectua por personal que no es médico o de enfermeria, y en condiciones que pueden resultar en afectaciones a la salud de las visitantes; es por ello que PDDH se ha pronunciado en reiteradas ocasiones que se sigan las directrices emanadas al respecto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Esta Procuraduría se encuentra en la actualidad documentando una gran cantidad de denuncias presentadas por mujeres que visitan los centros penales que están bajo responsabilidad de la Fuerza Armada, sobre los cuales se emitirá un informe especial en el que se detallarán las denuncias y se establecerá si la actuación de los soldados ha sido violatoria de los derechos humanos.

J. Empleo de la Fuerza Armada en acciones de seguridad en los centros penales.

Como Procurador de Derechos Humanos, considero necesario expresarles que desde el inicio de mi gestión he acompañado todas las iniciativas que buscan la reducción de la delincuencia y refuercen la seguridad pública. De igual forma, me he pronunciado en contra de la adopción de algunas medidas aisladas que se han tomado en el pasado para reprimir la criminalidad, y he exigido que cualquier acción que se pretenda implementar en materia de seguridad pública debe formar parte de una política de Estado discutida de forma amplia y participativa y que integre tanto las medidas preventivas como las represivas contra el delito. 

Dentro de las políticas adoptadas en materia de seguridad, el empleo de la Fuerza Armada  en tareas de control y vigilancia de los centros penales, debo aclarar que no estoy en contra de dicha medida en cuanto a participar en actividades de seguridad externa de los centros penales, pero es para mi un motivo de especial preocupación la interacción que puede existir entre el personal militar y los privados de libertad. Debo dejar muy en claro, que de ninguna manera esta afirmación implica desconfianza en la profesionalidad del Ejercito como institución, de sus oficiales o soldados, si no mas bien, he tomado en consideración al pronunciarme, que las tareas de seguridad y custodia de personas privadas de libertad implica una labor altamente especializada, incluso dentro del mismo sistema penitenciario, y para realizarse de manera efectiva requiere de mucha capacitación, entrenamiento, incentivos y controles estrictos. 

Es oportuno traer a cuenta el señalamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, respecto del uso del Ejercito en cuestiones de seguridad pública, y especialmente, en casos de  disturbios al interior de centros penales ha señalado: «En el mismo sentido, esta Corte estima que es imprescindible que los agentes del Estado conozcan las disposiciones legales que permiten el uso de las armas de fuego y que tengan el entrenamiento adecuado para que en el evento en que deban decidir acerca de su uso posean los elementos de juicio para hacerlo. Además, los Estados deben limitar al máximo el uso de las fuerzas armadas para el control de disturbios internos, puesto que el entrenamiento que reciben está dirigido a derrotar al enemigo, y no a la protección y control de civiles, entrenamiento que es propio de los entes policiales.»
  

Es debido a esta especialidad y preparación adecuada que requieren y necesitan tener los funcionarios que trabajan en el sistema penitenciario, y el cual resulta incompatible con la doctrina básica del personal militar, es que considero inconveniente que los efectivos militares tengan contacto directo con los internos, esto es ratificado por los principios del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, que prohíben la utilización de las Fuerzas Armadas en tareas relacionadas con el tratamiento de las personas privadas de libertad. Tal es el caso de los “Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas”, documento aprobado por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.

Casos denunciados ante la PDDH. 

Cumpliendo con mi obligación, y atendiendo el requerimiento que motiva esta comunicación, les informo que al dieciocho de noviembre del presente año, se están realizando investigaciones alrededor de 20 hechos a nivel nacional. De las denuncias recibidas en esta Procuraduría se puede hacer un esbozo general del tipo de afectaciones que son denunciadas por las personas respecto de la actuación del personal militar, a continuación se presentan clasificadas en relación al centro penitenciario en el cual se denunció habrían sucedido los hechos:

	Centro Penal
	Número de Casos

	Centro Penal de Ciudad Barrios
	5 expedientes: SM-0249-2010, SM-0301-2010, SM-0359-2010, SS-0736-2010, SM-0369-2010

	Centro Penal de San Francisco Gotera
	4 expedientes: MO-0075-2010, MO-0084-2010, MO-0086-2010, SS-0644-2010, 

	Centro penal de Chalatenango
	1 expediente: CH-0102-2010, 

	Centro Penal de Cojutepeque 
	4 expedientes: CU-0083-2010, CU-0087-2010, SS-0735-2010, CU-0098-2010.

	Centro Penal de Izalco
	2 expedientes: SS-0575-2010, SO-0157-2010, 

	Centro Penal de Quezaltepeque
	1 expediente: LL-0114-2010,

	Centro de Seguridad de Zacatecoluca
	3 expedientes: SS-0572-2010, LP-0248-2010, LP-0267-2010 


De las denuncias recibidas en esta institución, en base a un análisis de manera rápida y sin entrar en consideraciones respecto de la veracidad o exactitud de los hechos denunciados, se puede observar que de las denuncias la más común ha sido la queja por los registros que se realizan a las personas visitantes, estos consistirian a parte de las revisiones normales con aparatos electrónicos en desnudar completamente a las personas, en especial a las mujeres y pedirles que realicen flexiones. En muchos casos se denunció la introducción de dedos en la zona genital o anal que en algunas personas ha provocado sangramientos, además, se menciona que han estado acompañados de burlas o expresiones denigrantes por los custodios y militares de sexo masculino, y que en otras ocasiones no se toman ni siquiera las medidas minimas de higiene al utilizar el mismo guante para revisar a varias personas.    

La segunda situación que ha provocado más quejas, proviene de los empleados de los centros penales, que han señalado que los registros que se les realizan son contrarios a su dignidad. 

	Tipo de afectación denunciada
	Número de Casos

	Derecho a la intimidad personal por registros indecorosos vaginales y anales a las visitantes de los centros penitenciarios
	9 expedientes: SM-0249-2010, SS-0575-2010, SO-0157-2010, MO-0086-2010, SS-0644-2010, CH-0102-2010, SS-0735-2010, SS-0736-2010, SM-0369-2010

	Derecho a la intimidad personal por registros indecorosos a funcionarios judiciales o empleados de los centros penales. 
	5 expedientes: SS-0572-2010, CU-0083-2010, CU-0087-2010, CU-0098-2010, LP-0267-2010.

	Derecho a la salud por restricción al ingreso de alimentos especiales 
	1 expediente: MO-0075-2010, 

	Derecho a la integridad personal por malos tratos a internos en la ejecución de requisas 
	1 expedientes: MO-0084-2010, 

	Derecho de los internos a no ser restringido en el goce de sus derechos en mayor grado que lo señalado por la Ley o por su condena 
	1 expediente: LP-0248-2010,

	Derecho a la integridad personal por malos tratos en contra de visitantes de los centros penales
	1 expediente: LL-0114-2010,

	Derecho a mantener relaciones familiares por    restricción al ingreso de familiares para visita
	2 expedientes: SM-0301-2010, SM-0359-2010,


Sobre los casos antes referidos, en mi calidad de Defensor del Pueblo, he solicitado informes a las autoridades tanto militares, como de la Dirección General de Centros Penales, y se tienen planificadas verificaciones in situ, que confirmen o desvituen los hechos denunciados. 

Por otra parte, hago del conocimiento de los señores Diputados y las señoras Diputadas de tan distinguida Comisión que en fecha 3 de noviembre de 2010, sostuve reunión con el señor Jefe del Estado Mayor Conjunto de la Fuerza Armada, General de Brigada Francisco Ramón Salinas Rivera, en dicho encuentro compartimos criterios sobre la problemática y dispusimos nuevas reuniones para resolver de la mejor manera los casos de graves violaciones a derechos humanos en los que han sido denunciados a miembros de la institución castrense. 

Les reitero mi compromiso de continuar monitoreando la actuación de las Fuerzas Armadas en labores de seguridad al interior de los centros penales, y de investigar de manera imparcial y objetiva todas las denuncias que se reciban en nuestra sede central o cualquiera de las trece delegaciones departamentales y las cuatro delegaciones locales abiertas al público, como consecuencia de malas actuaciones del Estado en materia de personas privadas de libertad. 

Aprovecho para expresarles mi especial respeto y consideración.

DIOS UNIÓN LIBERTAD

Licenciado Oscar Humberto Luna

Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos
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